Unidad 3: Principales Convenios: los 8 fundamentales; los 4 prioritarios. Trabajo decente. Declaración relativa a los principios y derechos fundamentales en el trabajo. Responsabilidad Social Empresaria. Declaración de la OIT sobre la Justicia Social para una globalización equitativa.

Los 8 convenios fundamentales de la OIT 
Núm. 29

Trabajo forzoso (1930)

Dispone la eliminación del trabajo forzoso u obligatorio en todas sus formas. Se admiten algunas excepciones, tales como el servicio militar, el trabajo penitenciario adecuadamente controlado y el trabajo obligatorio en situaciones de emergencia, tales como guerras, incendios o terremotos. 

Núm. 87

Libertad sindical y protección del derecho de sindicación (1948)

Establece el derecho de todos los trabajadores y empleadores a constituir las organizaciones que estimen convenientes y a afiliarse a ellas, sin autorización previa, y dispone una serie de garantías para el libre funcionamiento de tales organizaciones, sin la injerencia de las autoridades públicas.

Núm. 98

Derecho de sindicación y de negociación colectiva (1949)

Prevé garantías contra los actos de discriminación antisindical y la protección de las organizaciones de trabajadores y de empleadores contra actos de injerencia de unas respecto de otras, así como medidas destinadas a alentar la negociación colectiva. 

Núm. 100

Igualdad de remuneración (1951)

Establece el principio de la igualdad de remuneración y de prestaciones entre las mujeres y los hombres por un trabajo de igual valor. 

Núm. 105 

Abolición del trabajo forzoso (1957) 

Prohíbe el uso de toda forma de trabajo forzoso u obligatorio como medio de coerción o de educación políticas, como castigo por haber expresado determinadas opiniones políticas o posturas ideológicas, como método de movilización de la mano de obra, como medida de disciplina en el trabajo, como castigo por haber participado en una huelga o como medida de discriminación. 

Núm. 111

Discriminación (empleo y ocupación) (1958) 

Prevé la adopción de una política nacional destinada a eliminar toda discriminación en materia de empleo, formación y condiciones de trabajo que esté basada en motivos de raza, color, sexo, religión, opinión política, ascendencia nacional u origen social, y a promover la igualdad de oportunidades y de trato.

Los 4 Convenios prioritarios de la OIT
Convenio sobre la inspección del trabajo, 1947 (núm. 81)
Este Convenio prioritario estipula que los Estados que lo hayan ratificado deberán mantener un sistema de inspección del trabajo en la industria y el comercio; los Estados podrán exceptuar a las empresas mineras y de transporte. Establece una serie de principios respecto de la determinación de los campos de la legislación que abarca la inspección del trabajo, las funciones y la organización del sistema de inspección, los criterios de contratación, el estatus y las condiciones de servicio de los inspectores del trabajo, y sus competencias y obligaciones.

• Convenio sobre la inspección del trabajo (agricultura), 1969 (núm. 129) 


Con un contenido similar al del Convenio núm. 81, este Convenio prioritario establece que los Estados que lo ratifiquen deberán establecer y mantener un sistema de inspección del trabajo en la agricultura. También pueden extender la cobertura de la inspección del trabajo a los arrendatarios que no empleen mano de obra externa, aparceros y categorías similares de trabajadores agrícolas; personas que participen en una empresa económica colectiva, como los miembros de cooperativas; o a los miembros de la familia del productor de la empresa agrícola, según los defina la legislación o la reglamentación nacional.

Convenio sobre la política del empleo, 1964 (núm. 122)
Este convenio tiene el objeto  de estimular el crecimiento y el desarrollo económicos, de elevar el nivel de vida, de satisfacer las necesidades de mano de obra y de resolver el problema del desempleo y del subempleo. Todo Miembro deberá formular y llevar a cabo, como un objetivo de mayor importancia, una política activa destinada a fomentar el pleno empleo, productivo y libremente elegido. 

 La política indicada deberá tender a garantizar:

(a) que habrá trabajo para todas las personas disponibles y que busquen trabajo;

(b) que dicho trabajo será tan productivo como sea posible;

(c) que habrá libertad para escoger empleo y que cada trabajador tendrá todas las posibilidades de adquirir la formación necesaria para ocupar el empleo que le convenga y de utilizar en este empleo esta formación y las facultades que posea, sin que se tengan en cuenta su raza, color, sexo, religión, opinión política, procedencia nacional u origen social.

Convenio sobre la consulta tripartita (normas internacionales del trabajo), 1976 (núm. 144)
Este Convenio prioritario establece el significado de "organizaciones representativas" de empleadores y de trabajadores, y dispone que los Estados que lo ratifiquen pongan en práctica procedimientos que aseguren consultas efectivas entre los representantes del gobierno, de los empleadores y de los trabajadores, sobre los asuntos relacionados con los puntos del orden del día de la Conferencia Internacional del Trabajo, sumisiones a las autoridades nacionales competentes de las nuevas normas adoptadas por la OIT, un nuevo examen de los convenios no ratificados y de las recomendaciones a las que no se haya dado aún efecto, de las memorias sobre los convenios ratificados, y las propuestas de denuncia de los convenios ratificados. Los empleadores y los trabajadores estarán representados en un plano de igualdad en todo organismo a través del cual se lleven a cabo las consultas, y éstas deberán celebrarse al menos una vez al año.
TRABAJO DECENTE

Un concepto de la OIT consensuado a nivel mundial

El concepto de Trabajo Decente fue formulado por los mandantes de la OIT – gobiernos y organizaciones de empleadores y trabajadores – como una manera de identificar las prioridades de la Organización. Se basa en el reconocimiento de que el trabajo es fuente de dignidad personal, estabilidad familiar, paz en la comunidad, democracias que actúan en beneficio de todos, y crecimiento económico, que aumenta las oportunidades de trabajo productivo y el desarrollo de las empresas.
 
El trabajo decente refleja las prioridades de la agenda social, económica y política de países y del sistema internacional. En un período de tiempo relativamente breve, este concepto ha logrado un consenso internacional entre gobiernos, empleadores, trabajadores y la sociedad civil sobre el hecho de que el empleo productivo y el trabajo decente son elementos fundamentales para alcanzar una globalización justa, reducir de la pobreza y obtener desarrollo equitativo, inclusivo y sostenible.

1. Crear Trabajo – una economía que genere oportunidades de inversión, iniciativa empresarial, desarrollo de calificaciones, puestos de trabajo y modos de vida sostenibles.

2. Garantizar los derechos de los trabajadores – para lograr el reconocimiento y el respeto de los derechos de los trabajadores. De todos los trabajadores, y en particular de los trabajadores desfavorecidos o pobres que necesitan representación, participación y leyes adecuadas que se cumplan y estén a favor, y no en contra, de sus intereses.

3.  Extender la protección social – para promover tanto la inclusión social como la productividad al garantizar que mujeres y hombres disfruten de condiciones de trabajo seguras, que les proporcionen tiempo libre y descanso adecuados, que tengan en cuenta los valores familiares y sociales, que contemplen una retribución adecuada en caso de pérdida o reducción de los ingresos, y que permitan el acceso a una asistencia sanitaria apropiada.

4. Promover el diálogo social  – La participación de organizaciones de trabajadores y de empleadores, sólidas e independientes, es fundamental para elevar la productividad, evitar los conflictos en el trabajo, así como para crear sociedades cohesionadas.

Trabajo decente es un concepto en construcción, de carácter integrativo y de  profundo contenido ético. En el seno de la OIT se le han atribuido los siguientes caracteres: trabajo productivo y  seguro con respeto a los derechos laborales, ingresos adecuados, protección social,  diálogo social, libertad sindical, negociación colectiva y participación, seguridad;  criterios que forman parte de la calidad del empleo y exigen continuidad en la relación  de trabajo. De la memoria del Director General sobre Trabajo Decente (1999), de su  análisis en 2001 y otros instrumentos de la OIT, se extrae que la estabilidad en el  empleo también integra el concepto de trabajo decente. En la citada memoria del Director General se estudian a fondo cuatro elementos de este  concepto: el empleo, la protección social, los derechos de los trabajadores y el diálogo social.

El empleo abarca todas las clases de trabajo, así pues la idea de trabajo decente es  válida tanto para los trabajadores de la economía regular como para los trabajadores  asalariados de la economía informal, los trabajadores autónomos (independientes) y  los que trabajan a domicilio. La idea incluye la existencia de empleos suficientes (posibilidades de trabajar), la remuneración, la seguridad en el trabajo y las  condiciones de trabajo salubres. La seguridad social y la seguridad de ingresos  también son elementos esenciales, aún cuando dependan de la capacidad y del nivel  de desarrollo de cada sociedad. Los otros dos componentes tienen por objeto reforzar  las relaciones sociales de los trabajadores: los derechos fundamentales del trabajo  (libertad de sindicación y erradicación de la discriminación laboral, del trabajo forzoso y  del trabajo infantil) y el diálogo social, en el que los trabajadores ejercen el derecho a  exponer sus opiniones, defender sus intereses y entablar negociaciones con los empleadores y con las autoridades sobre los asuntos relacionados con la actividad 

Laboral.
Trabajo decente en Argentina

El Gobierno argentino, representantes de las organizaciones de empleadores y de trabajadores, y la Oficina de País de la OIT para la Argentina, firmaron el 5 de julio de 2012 un acuerdo para la elaboración y la implementación en Argentina del tercer Programa Nacional de Trabajo Decente por País 2012-2015, con la finalidad de articular las políticas macroeconómicas con las políticas sociales y laborales.

El memorando de entendimiento firmado refleja los objetivos prioritarios acordados  entre los representantes tripartitos argentinos ante el Consejo de Administración de la OIT y la Oficina de País de la OIT, para la puesta en marcha del Programa.

3er Programa de Trabajo Decente por País para Argentina - Período 2012-2015
La publicación presenta el tercer Programa de Trabajo Decente para la Argentina, diseñado a partir de las prioridades acordadas de manera tripartita en el Memorándum de Entendimiento firmado entre representantes del gobierno, empleadores, trabajadores y la OIT, en julio de 2012. El Programa establece las líneas de acción prioritarias a ser abordadas por la OIT y sus constituyentes en el período 2012-2015, así como los mecanismos para su implementación, monitoreo y evaluación.

 El Programa de Trabajo Decente por País (PTDP) es el instrumento principal mediante el cual la OIT colabora  con un país específico durante un período acotado, para impulsar la adopción del trabajo decente como objetivo de desarrollo, a partir de las prioridades y coyuntura nacionales y los compromisos internacionales asumidos por dicho país.

Declaración relativa a los principios y derechos fundamentales en el trabajo

Tiene por objeto lograr que el progreso social vaya a la par con el progreso económico y el desarrollo.

Es un instrumento promocional mediante el cual los mandantes de la OIT - gobiernos, empleadores y trabajadores - reafirman los principios fundamentales consagrados en la Constitución de la Organización.

Adoptada en 1998, la Declaración compromete a los Estados Miembros a respetar y promover los principios y derechos comprendidos en cuatro categorías, hayan o no ratificado los convenios pertinentes. Estas categorías son: la libertad de asociación y la libertad sindical y el reconocimiento efectivo del derecho de negociación colectiva, la eliminación del trabajo forzoso u obligatorio, la abolición del trabajo infantil y la eliminación de la discriminación en materia de empleo y ocupación

La Declaración establece claramente que estos derechos son universales y que se aplican a todas las personas en todos los países - independientemente del nivel de desarrollo económico. Menciona en particular a los grupos con necesidades especiales, tales como los desempleados y los trabajadores migrantes. Reconoce que el crecimiento económico por sí solo no es suficiente para asegurar la equidad y el progreso social y para erradicar la pobreza.

La Declaración y su seguimiento ofrecen a los países, los empleadores y los trabajadores tres modalidades de ayuda para cumplir plenamente el objetivo de la Declaración. En primer lugar, se realiza un de las memorias comunicadas por los países que aún no han ratificado uno o varios de los convenios de la OIT directamente relacionados con los principios y derechos específicos enunciados en la Declaración. Este proceso de presentación de memorias da a los gobiernos la oportunidad de exponer las medidas que han tomado con el fin de dar cumplimiento a la Declaración, y ofrece a las organizaciones de empleadores y de trabajadores la posibilidad de expresar sus opiniones respecto de los progresos realizados y las medidas tomadas.                  

En segundo lugar, el da, todos los años, una imagen global y dinámica de la situación en que se encuentran los principios y derechos enunciados en la Declaración. El Informe global proporciona una visión objetiva de las tendencias mundiales y regionales con respecto a las cuestiones relacionadas con la Declaración y pone de relieve los ámbitos que requieren más atención. Asimismo, sirve de base para fijar prioridades en materia de cooperación técnica. en este ámbito, tercera modalidad para dar efecto a la Declaración, tienen por finalidad atender necesidades concretas relacionadas con la Declaración y fortalecer las capacidades locales facilitando así la aplicación de los principios en la práctica.                                                                      

El reconocimiento de los principios y derechos enunciados en la Declaración es cada vez mayor entre las organizaciones, las comunidades y las empresas. Estos principios y derechos establecen criterios de referencia para una conducta empresarial responsable y están incorporados en la Declaración tripartita de principios sobre las empresas multinacionales y la política social de la OIT. Las líneas directrices de la OCDE para las empresas multinacionales destacan los principios y derechos que figuran en la Declaración de la OIT. Asimismo, el Pacto Mundial de las Naciones Unidas los promueve como valores universales que han de tenerse en cuenta en las transacciones comerciales en el mundo entero. Un número creciente de códigos de conducta y otras iniciativas similares del sector privado se refieren también a los principios y derechos fundamentales en el trabajo.

Responsabilidad Social Empresaria
La evolución del concepto
El concepto de responsabilidad social de la empresa se originó en los años 50, ligado al rápido incremento de tamaño y poder de las empresas  americanas. Y el tema continuó figurando prominentemente en el debate público durante los años sesenta y setenta, mientras Estados Unidos afrontaba problemas sociales urgentes, como la pobreza, el paro, las relaciones entre razas, la degradación urbana y la contaminación. La responsabilidad social de la empresa se convirtió en clamor compartido por diversos grupos que exigían cambios en los negocios americanos

Previo a esta etapa podemos encontrar una raíz a principios de los años veinte, hacia lo que podríamos llamar la filantropía empresarial. Este concepto encontraba soporte en dos principios: el de caridad y el de administración. El principio de caridad instaba a las empresas a que dieran voluntariamente ayuda a los grupos sociales desafortunados o necesitados, mientras que el principio de administración las instaba a que se hicieran cargo del interés público, lo que significaba que habrían de actuar en interés de todos los miembros de la sociedad que estuvieran afectados por las operaciones empresariales.
Pero es a partir de los años cincuenta cuando aparecieron las coordenadas básicas dentro de las que se encuadraría el debate sobre la responsabilidad social de la empresa: la no reducción de la empresa a su función económica, la atención de todos los grupos incluidos en la actividad empresarial y la implicación de la empresa en la solución de los problemas sociales.

El Pacto Global

En el año 1999, y en el marco del Foro Económico Mundial, Koffi Annan –Secretario 

General de las Naciones Unidas-, hizo un llamado al sector privado para que trabaje en conjunto con la ONU, las uniones de trabajadores y la sociedad civil, aportando a la construcción de una economía mundial más sustentable e inclusiva. 

Esta iniciativa tomó forma con el lanzamiento del Pacto Global, que tuvo lugar en el año 2000, y que se traduce en una apelación a la comunidad internacional –y en particular al sector privado- para que adhiera a valores y principios universales en el área de los derechos humanos, derechos laborales y el medio ambiente. 

El Pacto Global, en consecuencia, promueve la incorporación de un conjunto de derechos fundamentales para satisfacer las necesidades de la población mundial, y al respecto las Naciones Unidas solicitaron a las empresas que promuevan, a través de la firma de un compromiso público voluntario, políticas tendientes a mejorar en el campo de las relaciones laborales los siguientes temas: el principio de libertad sindical, el derecho a la negociación colectiva, la eliminación del trabajo forzoso, abolir cualquier forma de trabajo infantil y eliminar la discriminación en materia de empleo y ocupación.

La RSE en la Argentina 

La sociedad argentina no podía quedar afuera de este proceso y en el año 2003 el 

Gobierno nacional firmó el documento que fija los “Objetivos del Milenio para 

Argentina”, que comprende las siguientes áreas de trabajo: erradicar la pobreza extrema y el hambre, alcanzar la educación básica universal, promover el trabajo decente, promover la igualdad de género, reducir la mortalidad infantil, mejorar la salud materna, combatir el HIV/Sida, la tuberculosis y el mal de chagas, y asegurar un medio ambiente sustentable. 

Para facilitar este proceso, el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo 

(PNUD), la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL) y la OIT iniciaron un programa destinado a promover, establecer y fortalecer la práctica de la 

Responsabilidad Social Empresaria (RSE) en la Argentina.

. 

En el marco de este programa, en el año 2003 un grupo compuesto por más de 70 entidades del sector privado, del mundo académico y de la sociedad civil respondieron a la iniciativa del PNUD, de la CEPAL y de la OIT, constituyendo lo que se dio en llamar el Grupo Promotor del Pacto Global en la Argentina, con el objetivo de difundir sus principios y de asumir un compromiso de responsabilidad social de cara a la sociedad. Así, se generó el documento fundacional titulado “Documento de adhesión del sector privado argentino”, con miras a conseguir la mayor adhesión posible de firmas para adherir al Pacto Global, pero también un compromiso del sector privado a efectos de alcanzar los Objetivos de Desarrollo del Milenio para nuestro país.
El contexto latinoamericano 

Las teorías sobre la RSE se han construido principalmente en los países de Europa 

Occidental y en los Estados Unidos, siendo países desarrollados y con sociedades industrializadas. La dependencia del concepto de RSE del entorno social en el cual se lo ha estudiado, pone en duda la universalidad de los desarrollos para ciertos contextos particulares. Así, se afirma que se está formando un nuevo tipo de RSE sudamericana que afectará la RSE de los Estados Unidos y de Europa. Es así que parece importante revisar el concepto de RSE dentro del contexto de los países emergentes, cuya realidad social, cultural, política y económica es diferente a la de los países industrializados.

La inequidad planteada por la globalización implica un nuevo modelo de resolución, en donde se hace necesaria la participación de la sociedad entera.
En este orden, uno de los aspectos más interesantes tiene que ver con la importancia que tienen las instituciones y las empresas para preservar sociedades democráticas, una de cuyas características clave es la capacidad de desarrollo humano a través de la posibilidad de participación social. El desarrollo del MERCOSUR se presenta como una posibilidad para el avance de la RSE en la región.
Los fundamentos de la RSE

A partir de la globalización las empresas han pasado a tener un alto nivel de exposición mundial. Este nivel de visibilidad ha llevado a que la sociedad les exija un mayor compromiso social. Las empresas han dejado de ser entes privados y ocultos, con una vinculación exclusivamente comercial, transformándose en entidades que además de poseer funciones privadas orientadas a la optimización de sus ganancias, pueden, y es deseable que lo hagan, generar mayores niveles de eficiencia en su relación con la sociedad.

Métodos para la evaluación de la RSE

Informes sociales: El informe social debe entenderse como el instrumento que la empresa utiliza para enmarcar todas las instancias de evaluación y comunicación de la RSE. Cuerpo homogéneo de informes y reportes que permitan incrementar la transparencia en la información de la organización hacia la sociedad que la rodea, sobre sustentabilidad, impactos económicos, sociales y ambientales de la actividad empresarial de la manera más fiable posible. Tambien condiciones laborales, los contratos realizados, remuneraciones y beneficios, la productividad del trabajador, la creación de puestos de trabajo, las inversiones en investigación, desarrollo e innovación, en capital humano y otros puntos más.
Balances sociales: Se definen como el medio a través del cual las empresas exponen, miden y divulgan su impacto social, ambiental y económico. Permite que la empresa proyecte, compruebe y evalúe su rendimiento en los distintos aspectos que conforman la sustentabilidad corporativa. Permite a la empresa definir políticas y programas, y aumentar la efectividad de inversiones sociales para la promoción de los trabajadores y de la sociedad. A su vez, es una herramienta que permite tomar acciones con miras al aumento de la productividad y eficiencia en lo laboral, y medir y controlar las consecuencias, costos y beneficios que se derivan de su actividad.

Declaración de la OIT sobre la Justicia Social para una globalización equitativa

Heredera de la Declaración de Filadelfia, de 1944, y de la Declaración de la OIT relativa a los principios y derechos fundamentales en el trabajo y su seguimiento, de 1998.

Expresa la visión contemporánea del mandato de la OIT en la era de la globalización.

Reafirma los valores de la OIT. Es el resultado de consultas tripartitas que se iniciaron tras el lanzamiento del Informe de la Comisión Mundial sobre la Dimensión Social de la Globalización.

Esta Declaración surge en un momento político crucial, que refleja el amplio consenso acerca de la necesidad de una fuerte dimensión social en la globalización, que permita conseguir mejores resultados y que éstos se repartan de manera más equitativa entre todos.

Esta Declaración constituye una brújula para la promoción de una globalización equitativa basada en el Trabajo Decente, así como una herramienta práctica para acelerar el progreso en la aplicación de la Agenda de Trabajo Decente a nivel de 

País.

Refleja una perspectiva productiva que destaca la importancia de las empresas sostenibles para la creación de más empleo y oportunidades de ingresos para todos.

La Declaración expresa la universalidad de la Agenda de Trabajo Decente: todos los Miembros de la Organización deben propiciar políticas basadas en los objetivos estratégicos, a saber, el empleo, la protección social, el diálogo social y los derechos en el trabajo. Al mismo tiempo, hace hincapié en la importancia de un enfoque holístico e integrado al reconocer que esos objetivos son «inseparables, están interrelacionados y se refuerzan mutuamente», garantizando la función de las normas internacionales del trabajo como medio útil para alcanzar todos esos objetivos.
Contribuye a la coherencia de las políticas en pro del desarrollo sostenible en el ámbito de las políticas nacionales, entre organizaciones internacionales y en la cooperación para el desarrollo, combinando los objetivos sociales, económicos y ambientales.

La Declaración reclama también el establecimiento de nuevas asociaciones con entidades no estatales y actores económicos tales como las empresas multinacionales y los sindicatos que actúen a nivel sectorial a escala mundial, a fin de mejorar la eficacia de los programas y actividades operacionales de la OIT.

Se basa en los valores y principios recogidos en la Constitución de la OIT, y los refuerza para hacer frente a los desafíos del siglo XXI.

Aunando esfuerzos entre todos los que comparten las aspiraciones de la Declaración podemos forjar una convergencia eficaz de las políticas nacionales e internacionales que conduzcan a una globalización equitativa y a un mayor acceso al trabajo decente para hombres y mujeres en todo el mundo.

Avanzar así hacia un mayor respeto por la dignidad humana y hacia la prosperidad mundial, con el fin de satisfacer las necesidades y esperanzas de los pueblos, las familias y las comunidades en todo el mundo.
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